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La Conferencia de Presidentes  
y la inspiración federal
Fernando Domínguez García Letrado del Parlamento de Cataluña
Profesor asociado de Derecho constitucional de la UAB

En su nacimiento, la Conferencia 
de Presidentes fue altamente 
bienvenida por aquellos que 
durante mucho tiempo han 

destacado que los mecanismos de colabo-
ración entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas han tenido una regulación 
escasa y una práctica mediocre. Pero pre-
cisamente la Conferencia de Presidentes 
ha seguido las dinámicas (las positivas y 
también las negativas) de las Conferen-
cias Sectoriales –el hasta el momento el 
principal mecanismo de colaboración in-
tergubernamental entre Estado y Comuni-
dades Autónomas- donde el Estado ocupa 
el protagonismo y toma la iniciativa, y las 
Comunidades Autónomas parecen a veces 
espectadores o convidados de piedra. El 
Estado ha usado muchas veces sus facul-
tades constitucionales de coordinación 
y la exigencia de colaboración y coope-
ración en determinados asuntos como 
excusa para aumentar su poder e influen-
cia. Por eso la colaboración ha sido vista, 
a veces, como un medio del Estado para 
centralizar competencias autonómicas. 

A nivel organizativo, en la cuarta reunión 
de la Conferencia de Presidentes se apro-
bó su  Reglamento interno que la define 
como “el máximo órgano de cooperación 
política entre el Gobierno de España y los 
Gobiernos de las Comunidades Autónomas 
y las Ciudades de Ceuta y Melilla” y estable-
ce que se reunirá al menos una vez al año 
previa convocatoria del Presidente del Go-
bierno, y contempla una serie de aspectos 
necesarios para su buen funcionamiento 
(como la existencia de un comité prepara-
torio o la previsión de las normas para su 
convocatoria). A pesar de lo positivo de la 

existencia de un Reglamento interno, se-
ría de esperar que la Conferencia de Pre-
sidentes tuviera como norma de cabecera 
una disposición normativa que estuviera 
a la altura de la naturaleza y las funciones 
que tiene encomendadas, y del alto status 
que comparten sus miembros: presidente 
del Gobierno, presidentes autonómicos y 
alcaldes-presidentes de Ceuta y Melilla.

Cabe destacar, no obstante, que aunque 
se defina como “órgano”, la Conferen-
cia de Presidentes actúa como un foro 
de debate, deliberación e impulso de la 
actividad de otros órganos, pero que no 
es un órgano decisor. Por eso sus funcio-
nes son debatir asuntos de importancia 
territorial, potenciar las relaciones de 
cooperación y orientar los trabajos de 
las Conferencias Sectoriales y el resto de 
órganos multilaterales de cooperación. Y 
los acuerdos (adoptados por consenso) 
y recomendaciones (adoptadas por el 
Presidente del Gobierno y dos tercios de 
los presidentes autonómicos) de la Con-
ferencia de Presidentes tienen, según su 
Reglamento interno, la consideración de 
compromisos políticos. Es aquí donde se 
observa el principal ingrediente nece-
sario para el buen funcionamiento de la 
Conferencia de Presidentes, una vez sus 
reglas básicas de funcionamiento están 
dibujadas: la voluntad política de sus 
miembros. Se convierte así la disposición 
de sus miembros de participar y de llegar 
a acuerdos en un pre-requisito o factor 
externo necesario para que cada reunión 
llegue a buen puerto. 

Pero si algo ha faltado en las diversas re-
uniones que se han celebrado de la Confe-

rencia de Presidentes es la voluntad política 
de cooperar y colaborar, y de superar la di-
visión partidista para alcanzar consensos. 
La falta de resolución política para llevar a 
cabo una cooperación y colaboración entre 
las diferentes instancias de poder territo-
rial viene provocada, entre otras razones, 
por la falta de una cultura federal, derivada 
en muchos casos por las escasas previsio-
nes constitucionales y legales relacionadas 
con los mecanismos de participación y co-
laboración entre poderes públicos. 

La Constitución española de 1978 regu-
la de forma desconfiada la colaboración 
entre Comunidades Autónomas y guarda 
silencio sobre la colaboración entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas. La 
Constitución no ejerce de norma incitadora 
de la colaboración en el Estado compuesto 
que apunta. Prueba de la desconfianza a 
la colaboración entre Comunidades Autó-
nomas es la redacción del primer apartado 
del artículo 145 CE: “En ningún caso se ad-
mitirá la federación de Comunidades Au-
tónomas”. El segundo apartado del citado 
artículo 145 CE, por su parte, se olvida de 
la colaboración entre el Estado y las Comu-
nidades Autónomas y sólo prevé la cola-
boración entre Comunidades Autónomas 
a través de la figura del convenio “para la 
gestión y prestación de servicios propios”. 
No se mencionan en ningún caso otros me-
canismos o técnicas de colaboración.

Si bien los actores políticos no ponen entre 
las prioridades de una hipotética reforma 
constitucional una modificación del artícu-
lo 145 CE, es bastante iluso proponer pro-
yectos y mecanismos de colaboración sin 
un anclaje constitucional más claro. Si bien 
el Tribunal Constitucional ha establecido 
que la necesidad de colaboración es inhe-
rente al modelo territorial que la Constitu-
ción dibuja, no está de más explicitarlo.

La nueva oleada de Estatutos de Autonomía 
se ha centrado, como no podía ser de otra 
manera, en los mecanismos de relación 
bilateral entre la respectiva Comunidad 
Autónoma y el Estado. Pero no es función 
de los Estatutos de Autonomía regular los 
mecanismos de participación multilateral 
en el Estado español. Es el Estado el que 
tiene que regularlos o establecer el marco 

El 14 de diciembre de 2009 se celebró en el Palacio del Senado la cuarta reunión 
de la Conferencia de Presidentes. La reunión llegaba casi tres años después de la 
última y se saldó con un cóctel de acuerdos y desencuentros. La propia celebración 
de la reunión se puede destacar como uno de los principales aspectos a remarcar, 
después de amagos de ausencias y boicots. 
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necesario para regularlos de forma concer-
tada con las Comunidades Autónomas.   

En cualquier caso, la Constitución española 
de 1978 ha servido para distribuir el poder 
entre diferentes instancias territoriales, la 
central y las autonómicas. Ha convertido 
a España en un Estado compuesto con se-
mejanzas con otros estados compuestos de 
naturaleza federal, pero con unos mecanis-
mos de interactuación de los diferentes po-
deres públicos territoriales más propios de 
estados descentralizados administrativa-
mente. El pobre diseño federal de los me-
canismos de colaboración y cooperación es 
una de las diferencias entre España y países 
como Alemania, Austria, Suiza o Canadá. 

La doctrina ha destacado que una de las 
principales diferencias entre el “estado au-
tonómico” y el “estado federal” es la débil 
previsión de mecanismos de participación 
de las Comunidades Autónomas en las ins-
tituciones del Estado y la falta de sistemas 
efectivos de colaboración y cooperación 
interinstitucional. Por ello, el débil asenta-

miento de la Conferencia de Presidentes no 
es solo un problema que afecte a la gestión 
pública y a las relaciones entre diferentes 
órganos territoriales, afecta también a los 
elementos estructurales del Estado espa-
ñol, en concreto a su definición desde un 
punto de vista territorial.

Precisamente el establecimiento de una 
Conferencia de Presidentes tiene una ins-
piración claramente federal puesto que un 
órgano similar está presente en estados 
federales, donde es más obvio e impres-
cindible tener foros de encuentro y órga-
nos de colaboración al máximo nivel de 
gobierno. Si el federalismo como concep-
ción política nace de un pacto (foedus), 
en un Estado federal se necesitan canales 
y mecanismos que posibiliten mantener 
una cultura basada en el pacto. 

La Conferencia de Presidentes puede marcar 
uno de los puntos de inflexión en el proceso 
de construcción federal español. En España 
se ha hablado más de proceso federalizador 
que de realidad federal. Algunos empiezan a 

ver un “embrión” de estado 
federal o ciertas “texturas” 

federales. El fortalecimiento de 
la Conferencia de Presidentes pue-

de convertirse en la vía para superar 
los déficits federales en España e ins-
taurar nuevas dinámicas y una cultura 

más netamente federal. 

Principios de inspiración federal, como 
el principio de lealtad, son etéreos sin 
mecanismos, instituciones o dinámicas 
que contribuyan a reafirmarlos. La Confe-
rencia de Presidentes puede la Conferen-
cia de Presidentes puede jugar un papel 
esencial en la práctica diaria del princi-
pio de lealtad. Por no decir que principios 
como el de solidaridad o los de unidad y 
autonomía tendrían en la Conferencia de 
Presidentes una forma de materializarlos 
y, en cierta medida, personificarlos.

Asentar y normalizar la Conferencia de Pre-
sidentes supondría dar un paso más en el 
proceso de construcción federal español. 
Un paso que se atisba como necesario e in-
dispensable para dar otros pasos (reforma 
del Senado, conferencia de comunidades 
autónomas), y se atisba también como la 
inspiración necesaria para superar las di-
námicas centralizadoras y fortalecer los 
elementos federales en el desarrollo terri-
torial español. Es en este sentido donde la 
Conferencia de Presidentes puede marcar 
la hoja de ruta de la transformación federal  
española. *

La 
CONFERENCIA 

DE PRESIDENTES
ha celebrado reuniones 

los días 
28 de octubre de 2004, 

10 de septiembre de 2005, 
11 de enero de 2007 y 

14 de diciembre de 2009
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